[14645]

PROVÍNCIES

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición Adicional.

Con el objetivo de evitar duplicidades administrativas y racionalizar el gasto público, en el plazo de seis meses el Gobierno aprobará un Proyecto de Ley Orgánica de nueva división provincial que haga coincidir las provincias con las comunidades autónomas, 

JUSTIFICACIÓN: Reducir el gasto público, el número de administraciones públicas y los cargos públicos correspondientes, además de evitar duplicidad de administraciones.

[14607]

REMUNERACIÓ ALTS EXECUTIUS

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 27. Letra nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se añade un nuevo apartado

c) La remuneración de los consejeros y altos directivos de las sociedades, entidades y empresas citadas en los apartados anteriores no podrá exceder, por todos los conceptos, de una cantidad equivalente a cincuenta veces el salario mínimo interprofesional.

JUSTIFICACIÓN: Necesidad de incluir un límite máximo de retribución de obligado cumplimiento que permita avanzar hacia una sociedad con un reparto efectivo de la riqueza.

[14647]

TÍTOLS NOBILIARIS

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición derogatoria nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición  Derogatoria.

Se deroga la Ley de 4 de mayo de 1948 por la que se reestablece la legalidad vigente con anterioridad al 14 de abril de 1931 en la Grandezas y Títulos del Reino y sus normas de desarrollo.

JUSTIFICACIÓN: En concordancia con la Disposición Adicional propuesta que no reconoce los títulos nobiliarios, con excepción de los previstos por la Constitución para la monarquía.  El propio título de la Ley que se deroga es suficientemente indicativo de su anacronismo en una democracia moderna.

[14646]

TÍTOLS NOBILIARIS II

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición Adicional.

El Estado no reconoce ningún otro título nobiliario que los expresamente previstos en el Título II de la Constitución, sobre la Corona.

JUSTIFICACIÓN: Necesidad de modernizar las estructuras del Estado, suprimir privilegios y evitar cargas a la Administración Pública.

 [14578]

PARADISOS FISCALS

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 71.
ENMIENDA

De adición.

Artículo 71 bis (nuevo). Modificación de la Ley sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

Con efectos desde 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se introducen las siguientes modificaciones en la Ley sobre la Renta de no Residentes:

Se modifica el apartado 2 del art. 14 quedando redactado de la siguiente forma:

Artículo 14. Rentas exentas.

“2. En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en las letras c, d, i y j del apartado anterior a los rendimientos y ganancias patrimoniales obtenidos a través de los países o territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal.

Tampoco será de aplicación lo previsto en la letra h del apartado anterior cuando la sociedad matriz tenga su residencia fiscal, o el establecimiento permanente esté situado, en un país o territorio que tenga la consideración de paraíso fiscal.”

JUSTIFICACIÓN:

El vigente art. 14.1 de la Ley del IRNR determina que estarán exentas, entre otras, las siguientes rentas:

d. Los rendimientos derivados de la Deuda Pública, obtenidos sin mediación de establecimiento permanente en España.

El art. 4 del Real Decreto-Ley 2/2008, de 21 de abril, de medidas de impulso a la actividad económica. (BOE 22.04.2008) incorporó esta exención en Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los rendimientos derivados de la Deuda Pública obtenidos sin mediación de establecimiento permanente en España, por personas o entidades situadas en países o territorios considerados como paraíso fiscal.

Parece conveniente eliminar dicha exención tras los acuerdos del G-20 sobre transparencia de los  paraísos fiscales y las medidas de consolidación fiscal aprobadas por el Gobierno, y volver a la redacción anterior al citado RDL.

[14579]

PAGAMENT IVA

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 79.
ENMIENDA

De adición.

Artículo 79 bis (nuevo). Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Con efectos desde 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 2 del artículo 75 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, quedando redactado de la siguiente forma:

"2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible, y en las operaciones sujetas a gravamen cuyos sujetos pasivos se encuentren en la categoría de empresas de reducida dimensión en los términos del artículo 108 del Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, o bien en la categoría de trabajadores autónomos en los términos del artículo 1 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, el impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a las entregas de bienes comprendidas en el artículo 25 de esta Ley." 

JUSTIFICACIÓN:

Es bien conocida la situación que se está produciendo en la morosidad de las empresas en estos años de inestabilidad económica.

Mantener la exigibilidad del IVA en España con el vigente sistema del devengo supone que la empresa morosa pueda deducir un IVA que no ha pagado, mientras que la empresa proveedora tiene que liquidar e ingresar ese IVA pese a que no ha cobrado la factura.

El apartado 2 del artículo 10 de la Sexta Directiva del Consejo, que regula el sistema común del IVA, establece que "los Estados miembros estarán facultados para disponer que el impuesto sea exigible, por lo que se refiere a ciertas operaciones o ciertas categorías de sujetos pasivos, como plazo máximo en el momento del cobro del precio".

Más recientemente, la Directiva 2010/45/UE del Consejo de 13 de julio de 2010 (DOE 22 de Julio) modifica la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, en lo que respecta a las normas de facturación. Entre las consideraciones relativas a la necesidad de modificación del IVA, el Consejo entiende que, con el fin de ayudar a las pequeñas y medianas empresas a las que les resulta difícil abonar el IVA a la autoridad competente antes de haber recibido ellas mismas el pago del adquirente o el destinatario, resulta oportuno ofrecer a los Estados miembros la opción de autorizar que el IVA se declare con arreglo a un régimen de contabilidad de caja que permita al proveedor abonar el IVA a la autoridad competente cuando reciba el pago por una entrega o prestación y que establezca su derecho a deducción cuando realice el pago por una entrega o prestación. Los Estados miembros deben poder implantar, de este modo, un régimen optativo de contabilidad de caja que no incida negativamente en los flujos de caja relativos a sus ingresos por IVA.

La Directiva finalmente adoptada en la reunión del Consejo de Julio de 2010, deberá ser traspuesta por los Estados miembros a sus legislaciones nacionales a más tardar el 31 de diciembre de 2012, adoptando y publicando las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias.

[14582]

ECONOMIA SUBMERGIDA

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva Disposición Adicional nueva.

Disposición Adicional (nueva).

1) El Instituto de Estudios Fiscales elaborará, antes de junio de 2011, un estudio que cuantifique la economía sumergida en España, con desagregación territorial, sectorial y por impuestos, y actualizará bianualmente dicho estudio, con la misma metodología o en su caso con la metodología que apruebe la Comisión Europea. Este informe será presentado y debatido por las Cortes Generales y Parlamentos autonómicos, que adoptarán las medidas correctoras oportunas. 

2) La Agencia Estatal de Administración Tributaria informará con carácter trimestral a las Cortes Generales de los resultados de las actuaciones de control del fraude y atención a los contribuyentes realizadas en cumplimiento de sus funciones, remitiendo datos de los resultados de control en las distintas áreas, así como la detección de grandes redes de fraude organizado, de forma que se garantice una gestión transparente e independiente y posibilitando el seguimiento de su evolución temporal de la economía sumergida en España. 

3) Se encomienda a las autoridades del Ministerio de Economía y Hacienda que propicien los acuerdos necesarios para establecer fórmulas de coordinación y colaboración efectiva entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria del Estado y las Administraciones Tributarias de las Comunidades Autónomas, potenciando la corresponsabilidad en la lucha contra el fraude fiscal. 

4) Se encomienda a las autoridades del Ministerio de Economía y Hacienda que propicien los acuerdos necesarios para crear, antes de junio de 2011, una Base de datos o Censo Único Compartido, con la información tributaria procedente de los ámbitos central y autonómico.

5) La Agencia Estatal de Administración Tributaria del Estado mejorará la información y asistencia al contribuyente para incentivar y facilitar el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales. En particular, efectuar un estudio exhaustivo sobre incidencias detectadas en los borradores de declaración de IRPF, proponiendo las medidas necesarias para subsanarlas, así como impulsar la colaboración con el sistema educativo para contribuir al desarrollo de una cultura de responsabilidad fiscal y cumplimiento tributario. 
6) El Gobierno propiciará un Acuerdo en las distintas Organizaciones internacionales de carácter político o financiero para controlar e identificar a los verdaderos titulares de los movimientos de capitales, los movimientos efectuados entre los Estados miembros y los territorios calificados como paraísos fiscales.

7) El Servicio de Prevención del blanqueo de capitales se coordinará con el Ministerio del Interior y la Fiscalía General del Estado y la Agencia Tributaria del Estado para averiguar la identidad de las personas o entidades que utilizan en España los bienes y derechos de los que son titulares las empresas domiciliadas en países o territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal, así como el título jurídico que les permite su utilización o disfrute.

8) El Gobierno, a lo largo de 2011, presentará un proyecto de ley para establecer una obligación de las empresas que operan en España, y especialmente en el sector financiero, a suministrar información de las operaciones de sus filiales o sucursales en paraísos fiscales, en los mismos términos que informan de sus operaciones realizadas en territorio nacional.

9) El Gobierno, a lo largo de 2011, presentará un estudio para fomentar una especialización tributaria en los órganos jurisdiccionales.

10) Se refuerza, dentro del contexto de austeridad presupuestaria, los medios personales de la Agencia estatal de Administración tributaria y del Ministerio de Economía y Hacienda con la siguientes medidas, aplazándose los efectos económicos al momento en que se cumpla los objetivos de estabilidad presupuestaria: 
Uno. El gobierno dará cumplimiento de manera efectiva a lo establecido en la Disposición adicional cuarta de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, tanto en el ámbito del Ministerio de Economía y Hacienda, como en el de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en especial a lo dispuesto en la letra b) de la citada Disposición. 

Dos. Se encomienda al Ministerio de Economía y Hacienda para que en un plazo no superior a tres meses contrate, con una empresa externa, independiente y especializada en análisis de Recursos Humanos en las Administraciones Públicas, un estudio de las funciones esenciales que desarrollan en sus puestos de trabajo los funcionarios de los Cuerpos Técnicos de Auditoria y Contabilidad, Técnicos de Gestión Catastral y Técnicos de Hacienda, determine su adscripción al subgrupo de clasificación que le corresponda, sus niveles de complemento de destino y realice una ponderación de sus complementos específicos, con audiencia previa de los sindicatos más representativos. El responsable de dicha empresa presentará este informe a las Cortes Generales antes del 1 de septiembre de 2011. 

Tres. En una fase posterior, se extenderá este estudio al resto de puestos de trabajo de las relaciones de puestos de trabajo de la AEAT y del Ministerio de Economía y Hacienda.
Motivación:

Los efectos de la crisis económica global están afectando con especial virulencia en  España al mercado de trabajo, que alcanza a más de cuatro millones de trabajadores sin empleo, debido a las particulares circunstancias de nuestro modelo productivo que han puesto al descubierto los puntos frágiles de nuestra economía. Asimismo, la cobertura de las necesidades públicas corrientes y las extraordinarias de protección social, sobrevenidas, han producido un acelerado incremento del déficit público que amenaza con instalarse durante largo tiempo, poniendo en grave riesgo la sostenibilidad de nuestro modelo económico, social y de progreso, así como el cumplimiento del programa de estabilidad de la UE que obliga a reducirlo al 3% en 2013.

El IEF -Instituto de Estudios Fiscales-, organismo dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, viene realizando, desde hace una quincena de años, estudios que analizan las opiniones y actitudes fiscales de los españoles aportando, año a año, una preciosa información que resulta esencial para  que nuestra clase política  pueda adoptar decisiones.  

Lo que nos revela el último Barómetro fiscal realizado en 2009 por el IEF es que un 75% de los españoles afirman que el fraude ha aumentado, un 61% que ha empeorado el cumplimiento de las obligaciones fiscales y, lo que es más grave, que casi la mitad de los españoles-43%- justifica el fraude. Por otra parte, estos porcentajes se han  visto incrementados de forma importante en los dos últimos años de crisis. 

El estudio también nos habla de las causas principales del fraude que son, en orden de importancia,  la impunidad  de que gozan los grandes defraudadores,  la falta de honradez y conciencia cívica, lo excesivo de los actuales impuestos y la falta de eficacia en la lucha contra el fraude. Asimismo, existe un consenso mayoritario sobre la existencia de determinados colectivos que defraudan de forma habitual y continuada a Hacienda, entre los que se encuentra principalmente el sector empresarial, seguidos de los profesionales liberales y los trabajadores autónomos, debido a que  sus actividades están sometidas a un menor control por la Administración lo que facilita la evasión; entretanto los asalariados mantienen una conducta fiscal más honesta al recibir un mayor control.

El barómetro fiscal destaca a la economía sumergida como el tipo de fraude que resulta más perjudicial para la sociedad,  seguido por  la falta de ingresos de las retenciones de los trabajadores, no hacer la declaración de la renta cuando corresponde, no ingresar el impuesto de sociedades y la falta de ingreso del IVA y su impago por usuarios o compradores; se observa que todas ellas tienen que ver con un déficit de control de la administración tributaria. Por último, el estudio destaca  los negativos efectos que tiene el fraude fiscal para una mayoría -95%- de los ciudadanos porque  disminuye los recursos para financiar los servicios y prestaciones públicas,  genera injusticia al tener que asumir unos ciudadanos lo que otros no pagan,  supone una mayor presión fiscal que  soportan los cumplidores y   desmotiva   a todos aquellos que pagan bien sus impuestos.

La aplicación de nuestro sistema fiscal ha permitido que se consoliden notables diferencias en la carga tributaria que soportan distintos tipos de contribuyentes. Así, en el año 1993, las rentas salariales  medias declaradas a Hacienda superaban a las rentas empresariales medias, en el equivalente a unos 2.000 euros; quince años más tarde, las rentas salariales declaradas siguen siendo superiores a las de actividades económicas, pero la diferencia se ha ensanchado hasta los 7.500 euros. De este modo se ha perpetuado el sacrificio de los fácilmente controlables, como asalariados y pensionistas, frente a un buen número de empresas, empresarios y profesionales que son objeto de un menor control y que cuentan con mayores medios y recursos para evadir impuestos,  pese a que la mayoría de ellos aún declare honestamente. 

Todo ello tiene una relación directa con el importante nivel de fraude fiscal y economía sumergida que existe en España, -entre el 20 y 25% del PIB según la mayoría de análisis internos y externos- que si fuera combatido con mayor eficacia podría resolver muchos de los problemas económicos y sociales que hoy  aquejan a nuestro país. De esta forma, sería posible obtener   entre un 10 y un 20% adicional sobre los actuales ingresos fiscales por año, lo cual permitiría mayor inversión pública, superior nivel de crecimiento económico,  creación de nuevos puestos de trabajo y reducción del desempleo,  cumplimiento de los compromisos de reducción del déficit público  y, todo ello, sin necesidad de subidas de impuestos. Coinciden con ello el 83% de los ciudadanos entrevistados en 2008 que respondieron que una agresiva campaña contra el fraude fiscal permitiría allegar los recursos suficientes para mantener la cantidad y calidad de la oferta pública de servicios y prestaciones sin modificar la presión fiscal actualmente existente.  

La AEAT contaba a final de 2008 con una plantilla de 27.951 empleados agrupados en cuatro colectivos de funcionarios y uno de personal laboral. El colectivo de 1.700 Inspectores de Hacienda, grupo A1, concentra en sus manos la práctica totalidad de competencias tributarias y aduaneras. Un 50% del colectivo se dedica de forma exclusiva a tareas directivas, lo que resta a muchos de estos funcionarios de la gestión directa. Muchas de sus funciones técnicas han sido realizadas en la práctica por 6.700 Técnicos y otros  129 funcionarios del subgrupo A2. Sin embargo, dichas competencias no están atribuidas legalmente ni son recogidas en las Relaciones de Puestos de Trabajo (RPT) para una amplia mayoría (80%) de los Técnicos. La plantilla se completa con otros 692 funcionarios del subgrupo A1 y otros 971 funcionarios del subgrupo A2 (principalmente SVA e Informáticos), 9.770 funcionarios del grupo C1, otros 5.905 del grupo C2 y 2.084  son  personal laboral.

La acumulación de la mayor parte de competencias técnicas y directivas en tan escasos funcionarios (Inspectores) y la progresiva  limitación e indefinición de funciones a los Técnicos genera la imposibilidad material de llevar a cabo con eficacia la gestión legalmente encomendada. Este cuello de botella se reducido, habitualmente, por la asunción de muchas de esas competencias por los Cuerpos Técnicos, pese a hacerlo sin reconocimiento legal, retributivo y emocional. Mediante mecanismos como la firma, manuscrita o digital, miles de actuaciones administrativas aparecen suscritas por superiores jerárquicos que no tienen posibilidad material de conocer los expedientes ni intervenir directamente en el procedimiento de tramitación.  El problema que plantea esta forma de actuar es la posible ilegalidad de miles de actos administrativos que son realizados por personal sin competencia legal y pueden ser anulados por esta causa. 

Alguna de estas disfunciones han sido reconocidas en el clarificador Informe del Tribunal de Cuentas de Agosto de 2007 referido a la Fiscalización de actuaciones de la AEAT de 2004, que pone claramente de manifiesto “la escasez de medios personales y la desigual carga de trabajo, la presencia casi inexistente en las oficinas analizadas de funcionarios del Grupo A -Inspectores- y la minoritaria presencia del Grupo B -Cuerpo Técnico- al cual se reservan “las actuaciones de mayor complejidad y especial dificultad”. Asimismo, el Tribunal de Cuentas reconoce que “la práctica totalidad de competencias atribuidas a los órganos de gestión tributaria, pueden ser llevadas a cabo indistintamente por cualquiera de los  funcionarios de dichos órganos, no estando especificadas con detalle las funciones de cada puesto en las Relaciones de Puestos de Trabajo”.

Una cuestión similar acontece en la IGAE (Intervención General de la Administración del Estado) en el control de las subvenciones y ayudas públicas. Se incurre en gastos extraordinarios para externalizar parte de los servicios de intervención y auditoría, cuando se dispone de Técnicos, que pueden y lo han demostrado,  llevarlos perfectamente a cabo.   

En  absoluto contraste con la  excesiva concentración de competencias en un limitado  número de funcionarios, existe un colectivo numeroso,  de 8.000 Técnicos, que son objeto del fenómeno contrario: el vaciamiento e indefinición de funciones. Esta carencia de autonomía funcional implica que una gran mayoría de Técnicos con suficiente formación, mérito, capacidad y experiencia no puedan alcanzar un potencial mayor de desempeño del trabajo por los corsés competenciales impuestos. Esto produce en los Técnicos insatisfacción y frustración profesional, que se traduce en pérdida de autoestima, desinterés y pérdida de implicación hacia una organización que le exigió, al reclutarle, una formación de ciclo universitario superior y un gran esfuerzo de preparación, pero que no valora su trabajo real ni aprovecha buena parte del potencial de desarrollo profesional de este colectivo. 

La ineficiente distribución de competencias, la indefinición de funciones y la ausencia de un desarrollo profesional visible, son responsables de que un porcentaje significativo de los 8000 Técnicos que prestan sus servicios en la AEAT y el Ministerio de Economía y Hacienda no puedan desarrollar toda la capacidad de trabajo que  la administración, hoy más que nunca, necesita imperiosamente. A ello se suma que la AEAT dispone de una plantilla muy corta que ha crecido un exiguo 5,8 % desde el año 1992 en que fue creada hasta 2007, entretanto el PIB ha crecido un 170% y las cargas de trabajo se han incrementado un 123% (según datos de 2005, ya superados ampliamente) con un espectacular incremento del censo de asalariados, empresas y profesionales que es preciso controlar. El ratio actual de población/empleados en la AEAT es de 1.680 contribuyentes por empleado, más del doble que el de países como Alemania (690), Países Bajos (627) Francia (790), Reino Unido (810) y la media de los países de la OCDE (667), lo que implica, al menos,  el doble de carga de trabajo. 

Lo mismo puede predicarse de la IGAE, donde resulta obvio que un número tan reducido de Interventores (no llegan a 300) no pueden desarrollar las competencias asignadas (tareas de fiscalización previa en Ministerios y sus Organismos dependientes -16 Ministerios y 72 Organismos-; asistencia a mesas de contratación; recepción de inversiones de obras; realización de más de 2.000 auditorías y controles financieros (en torno a 200 y 1.800 respectivamente); controles sobre subvenciones nacionales (cerca de 250) y comunitarias (1.400 en 2005); gestión de la contabilidad de los Ministerios; gestión, dirección y planificación de la Contabilidad Pública; elaboración de la Cuenta General del Estado; elaboración de la Contabilidad Nacional; emisión de diferentes tipos de informes al Gobierno y al Congreso de los Diputados…). La mayor parte de los interventores Territoriales asumen, además, la responsabilidad de la Delegación de Economía y Hacienda correspondiente. Ya se comprende que tan pocas manos no pueden realizar tanto trabajo. La realidad es que los 1. 000 Técnicos de auditoría y contabilidad son quienes ejercen, de hecho, la mayor parte de estas funciones, aunque no se les reconoce, frente a lo que sucedía aproximadamente hace 10 años, en que gran parte de los Técnicos asumían y firmaban las auditorías, firmaban actuaciones de fiscalización, asistían “oficialmente” a mesas de contratación, firmaban los controles sobre subvenciones, etc.

Debido a estas disfunciones se desaprovechan recursos que permitirían desarrollar una mayor capacidad de gestión en la AEAT y la IGAE. Poder utilizar toda la capacidad potencial de la plantilla actual de Técnicos es, en las actuales circunstancias, un ejercicio obligado de responsabilidad de la Administración financiera del Estado, para incrementar sustancialmente los ingresos fiscales y potenciar el control del gasto y de las subvenciones y ayudas públicas. 

Debido a las poderosas razones apuntadas resulta imprescindible e inaplazable racionalizar la utilización de los recursos humanos disponibles, mediante el reconocimiento profesional de los Cuerpos Técnicos que potencie la capacidad  organizativa y de gestión de dichas instituciones en la búsqueda de  superior eficacia y mejores resultados.

En consecuencia con el análisis anterior, y a la vista de lo establecido por la Disposición Adicional Cuarta de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal (que obliga, tanto al Ministerio de Economía y Hacienda como a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, a articular las medidas oportunas para asegurar la adecuación de la actividad desarrollada por los funcionarios de los Cuerpos Técnicos de Hacienda, de Auditoría y Contabilidad y de Gestión Catastral, en el desarrollo de las funciones encomendadas al Ministerio de Economía y Hacienda y a la Agencia Tributaria) y de las resoluciones 4 y 19 de las aprobadas en el Debate sobre el estado de la Nación del 2009, por las que se instaba al Gobierno a proceder al desarrollo de la citada Disposición Adicional, se considera oportuna y necesaria la inclusión de la presente Disposición Adicional en este proyecto de Ley.
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